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CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DEL 

HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO
P R E S E N T E .


El Gobierno de la República conciente de las necesidades sociales, políticas y económicas del país ha procedido a una reestructuración integral. Destacando en forma singular en la obra la acción legislativa, la cual se viene cumpliendo a través de la adecuación a nuestros textos legales mediante el confeccionamiento, reforma y adición a los mismos. Creando así la infraestructura jurídica que permita la implementación de instituciones, programas y actividades adecuadas al marco político que el país requiere.

Nuestra Entidad Federativa, compenetrada de los postulados y acciones mencionados con antelación no debe quedar a la zaga, sino a contrario sensu,  constituye un imperativo adecuar nuestra legislación a las  últimas reformas y adiciones plasmadas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


Las precipitadas reformas a la Ley fundamental del país se refieren principalmente a los siguientes rubros: la renovación moral de la sociedad; el fortalecimiento de la vida municipal y la reglamentación de  de los derechos y obligaciones de los servidores públicos.


Dichos rubros prioritarios integran la esencia constitutiva de la propuesta de reformas a la Constitución Política del Estado de Jalisco en la que deben plasmarse los cimientos de las instituciones y la determinación de los dispositivos jurídicos aplicables.


Los Constituyentes de 1917 asentaron que no habría libertad política municipal mientras nuestra institución básica no contase con los recursos económicos suficientes para el cumplimiento de sus obligaciones.


Anuentes a la libre administración hacendaria municipal, la iniciativa somete a la consideración de ustedes ciudadanos Diputados el que los Presupuestos de Egresos municipales que actualmente aprueba esa soberanía ahora lo hagan sólo los Ayuntamientos con la evidente correspondencia entre ingreso y egreso.


A este tenor se reforma la Fracción IV del artículo 23 suprimiendo la facultad de esa soberanía para determinar los gastos de los Municipios para cada ejercicio fiscal, dejando subsistente por lo que corresponde al Estado. Por lo mismo, se abroga la fracción II del artículo 25 que establecía como atribución de la Diputación Permanente resolver las modificaciones a los presupuestos municipales.


Se modifica el artículo 28 para hacerlo acorde en sus términos a lo dispuesto en lo conducente por el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


A medida que las comunidades sociales se organizan y estructuran políticamente reconociendo la primacía de los valores del Derecho, se someten a ello y formulan mecanismos que hacen posible esa sumisión, existe por tanto en dichas comunidades un estado de derecho. Este se caracteriza por la ausencia de arbitrariedad en el ejercicio del poder; por la sujeción de los órganos gubernamentales y de sus funcionarios a la Ley, y por el reconocimiento a principios básicos superiores al estado mismo.


La lucha por dar vigencia teórica y práctica al estado de derecho en México ha sido un esfuerzo que por décadas ha realizado, en medio de grandes vicisitudes y penalidades el pueblo Mexicano.


Una vez logrado el marco teórico fundamental con la Constitución de 1917 se trataba de hacer que el gran principio de la supremacía constitucional se volviera en verdad efectivo no sólo en nuestro  ordenamiento jurídico, sino también, y sobre todo, en la actuación cotidiana de la administración pública.


Es indudable que en el ejercicio de su actividad administrativa, el poder público no puede escapar a la sujeción de las Leyes que rigen para la comunidad a la que pertenecen; por lo que sí, en ejercicio de esa actividad falta a la observancia de las Leyes y afecta un derecho o un interés legítimo de los administrados, debe ser precisamente un Tribunal el que dirima el conflicto entre el particular y el Estado e imponga el respeto a la norma violada. Surge de esta manera una contienda entre la administración pública y el particular administrado, contienda que conforme la materia contenciosa-administrativa, como también podría formar parte de ésta aquellas que se susciten  entre el Estado y sus Municipios o de éstos entre sí.


Si bien es cierto que en materia estatal existe la Junta de Revisión Fiscal del Estado, establecida en Decreto número 9832 del Honorable Congreso del Estado publicado el 8 de Diciembre de 1978, también lo es que por la forma en que se encuentra estructurada y  principalmente en cuanto a la competencia que ésta tiene, se limita única y exclusivamente a conocer de  controversias de índole fiscal que surgen entre las Autoridades Estatales y los particulares.


Por eso ahora se hace necesario que esa Representación Popular apruebe las bases para la creación de un órgano jurisdiccional de lo contencioso administrativo y fiscal que substituya a la citada Junta de Revisión Fiscal.

También debemos de contemplar y así se establece en la Iniciativa, el nombramiento, aprobación de éste, licencias y requisitos que deben satisfacer los Magistrados que integran el Organo Jurisdiccional. A este tenor se reformaron la fracción VIII y XI del artículo 23 y lo conducente del Título Sexto denominado  “Del Poder Judicial” en donde se hace una reestructuración en la que sin suprimir ninguna de las atribuciones que al Supremo Tribunal de Justicia y en general al Poder Judicial se encuentran establecidas en la Constitución, se sientan las bases para la función jurisdiccional en materia administrativa incluyendo la fiscal  con lo que se considera la administración pública en Jalisco se colocará en el lugar que le es propio por su hacer y tradición.

En el artículo 44 ya se incluye que la Ley organizará los Tribunales, el Ministerio Público, así como lo relativo a los Jurados y al Sistema de Ayuda Legal, esto último, sin duda alguna redundará no solo en un mejor sistema de justicia, sino en una justicia más igualitaria.

Relevante renglón de la Iniciativa es la propuesta sobre la necesaria regulación de las relaciones de los servidores públicos municipales y estatales al tenor de las bases del artículo 123 Constitucional, así se estableció en el artículo 46 que corresponde al Tribunal de Arbitraje y Escalafón  conocer las controversias que se suscriben entre el Estado, los Municipios y sus Organismos descentralizados con sus servidores con motivo de la relación de servicio.


Con estas reformas, unidas a las que se refieren al Título “De las Responsabilidades de los Servidores Públicos”, así como la correspondiente al  Municipio, consideramos se cumplen íntegramente los objetivos del Constituyente de 1917 y los principios de justicia igualitaria y de renovación moral sustentados por el C, Presidente de la República, Lic. Miguel de la Madrid Hurtado, que se traducen en un mejor orden jurídico apegado a los principios básicos de la Revolución Mexicana.


Por tanto ciudadanos Diputados y con fundamento en lo dispuesto por la Fracción II del artículo 16 Constitucional elevo a la consideración de ustedes la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO

QUE REFORMA LOS ARTICULOS 23, FRACCIONES IV, VIII, XI, XII, EL ARTICULO 25, FRACCIÓN II, III, IV, V, VI Y VII, EL SEGUNDO PARRAFO DEL ARTICULO 28, LOS ARTICULOS 39, 40, EL SEXTO PARRAFO DEL ARTICULO 42, 43, 44, 45, 46, 61, 62, 63, 64 Y 65 DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBREANO DE JALISCO.
